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DERECHOS A LA SALUD, LA VIDA Y LA DIGNIDAD HUMANA /  PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE SALUD EN ESTABLECIMIENTOS CARCELARIOS. “[E]n la actualidad y desde finales del año 2015, es el citado Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL el responsable de la prestación de los servicios asistenciales de la población privada de la libertad en virtud los citados contratos de fiducia mercantil, toda vez que maneja los recursos y contrata a las instituciones para la prestación del servicio, tal como lo reconoció en el escrito de impugnación. En lo que tiene que ver con la USPEC, para la Colegiatura tampoco son de recibo los argumentos expuestos por el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de esa unidad, puesto que de acuerdo con lo establecido en el Decreto 2245/15, Artículo 2.2.1.11.3.2. es la encargada entre otras cosas de garantizar el mantenimiento y la adecuación de la infraestructura para la prestación de los servicios de salud, de efectuar la auditoría para hacer control y seguimiento a los prestadores de servicios y de todo cuanto sea necesario para la prestación idónea del mismo, y puntualmente en el numeral 11 de la citada norma se consigna:”[…] Las demás que sean necesarias para la prestación de los servicios de salud a la población privada de la libertad […]” –negrillas propias-. Por lo anterior, le asistió razón al a quo al dirigir la orden también a la USPEC, por cuanto esta Unidad está encargada de realizar las acciones necesarias para que el señor LUIS GABRIEL ORDOÑEZ URRUTIA reciba el servicio de salud que requiere, y en general la población interna, lo que encuentra su fundamento en la facultad y obligación de supervisar el cumplimiento del encargo fiduciario celebrado con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL. (…) [L]a Sala itera que no les asiste razón a las entidades impugnante en el reparo, puesto que el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL al haber suscrito el contrato de fiducia mercantil que tiene como objeto garantizar la continuidad en la prestación de los servicios de salud a dicha comunidad es obligada directa a ello, y el USPEC tiene una labor de hacerse partícipe de las obligaciones que se derivan de éste, para verificar que le mismo se cumpla. Adicionalmente, el INPEC por intermedio del Establecimiento Carcelario en el que actualmente se encuentra recluido el detenido, debe prestar su colaboración dentro de las funciones que le corresponden, tales como la consecución de citas, el traslado del paciente a las instituciones a las que sea remitido, entre otros; por tanto, se encuentra que la orden dada a esa entidad también se encuentra ajustada a derecho. De conformidad con lo discurrido se confirmará en su integridad el fallo emitido por el juez de primer nivel, y se dejará incólume la orden dada a las entidades recurrentes.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veinticuatro (24) de febrero de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación N° 164

                                                    Hora: 8:40 a.m.

1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Gerente del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017-, y el Jefe de la Oficina Jurídica de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios –en adelante USPEC-, frente al fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, con ocasión de la acción de tutela impetrada por el ciudadano LUIS GABRIEL ORDOÑEZ URRUTIA.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que se plantean en el escrito de tutela se puede concretar así: (i) el señor LUIS GABRIEL ORDOÑEZ URRUTIA está recluido en el establecimiento penitenciario y carcelario de esta ciudad; (ii) mediante sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira se ordenó a la EPS CAPRECOM
 remitirlo a valoración con odontólogo, la cual fue realizada en septiembre 21 de 2016, y en la misma se le indicó que requiere tratamiento de conducto e implementación de una corona y  núcleo; (iii) debido a que dicha atención le fue negada acudió al citado despacho para tramitar incidente de desacato, pero el mismo no prosperó por cuanto se cumplió con lo dispuesto en el fallo, razón por la cual presenta esta nueva acción.

Por lo anterior, acude ante el juez constitucional, en aras de que se proteja su derecho fundamental a la salud, y se ordene autorizar y realizar el procedimiento que requiere. 
3.1.- El trámite de la acción correspondió al Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, despacho que admitió la demanda contra el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -en adelante INPEC-, la USPEC, y el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL, y vinculó de manera oficiosa al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de esta ciudad, luego del traslado las citadas entidades se pronunciaron de la siguiente manera: 

- El Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira indicó que la atención en salud para los internos ha tenido varios cambios desde la expedición de la Ley 65/93, ya que primero estuvo a cargo de manera directa del INPEC, periodo en el que se entregaba el rubro presupuestal que le permitía a los directores contratar con diferentes IPS para la prestación correspondiente, en 2011 se creó la Unidad Penitenciaria y Carcelaria USPEC para que entre otras funciones se hiciera cargo de dicho aspecto, y se determinó por decreto que lo haría por intermedio de CAPRECOM EPS, quien asumió esa labor por espacio de 4 años, y para el 2015, dada su ineficiencia se ordenó su liquidación. Finalmente, con la Ley 1709/14 se modificó la citada ley 65, y se dispuso la creación de un fondo con recursos para atender el servicio de las personas privadas de la libertad, y se creó por intermedio de la FIDUPREVISORA el Fiduconsorcio PPL, como único responsable en la prestación de los servicios de salud para la población reclusa del orden nacional.

En el caso concreto esa dirección está supeditada a que el citado consorcio expida de forma oportuna las correspondientes autorizaciones de servicios y realice la entrega de medicamentos, pues tanto en marzo como en julio se solicitó la atención odontológica que requiere el detenido, y a la fecha no han sido autorizados tales procedimientos.

En consecuencia pide la desvinculación del presente trámite.

- El Gerente del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL -integrado por Fiduagraria y Fiduprevisora- indicó que lo solicitado en esta acción es el cumplimiento del fallo dictado por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira en septiembre 08 de 2015 dentro de la tutela radicada al N° 2015-631; por tanto, solicitó decretar improcedente el amparo y determinar la temeridad del actor.
- La Dirección General del INPEC, por intermedio del Coordinador del Grupo de Tutelas, refirió que no tiene el deber legal de prestar el servicio de salud a los internos acorde con lo establecido en los artículos 1 y 2 del Decreto Ley 1451/11, toda vez que el mismo corresponde por disposición legal,  única y exclusivamente de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC, y la FIDUPREVISORA en asocio con el Consorcio Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, conforme con lo dispuesto en el artículo 105 del Código Penitenciario y Carcelario Ley 65/93, modificado por el 66 de la Ley 1709/14.

Por lo anterior pidió negar el amparo frente a esa entidad, así como vincular y exhortar a las entidades mencionadas para que brinden la atención y el tratamiento requerido por el interno ORDOÑEZ URRUTIA. 
3.2.- Dentro del término legal el despacho de conocimiento emitió fallo en el que amparó los derechos fundamentales a la salud, a la vida y a la dignidad humana del señor LUIS GABRIEL ORDOÑEZ URRUTIA; y en consecuencia, ordenó a la dirección del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, a la gerencia del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, y a la dirección de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC que en las 48 siguientes a la notificación, dentro del marco de sus competencias, si aún no lo habían hecho, autorizaran y practicaran al accionante el tratamiento ordenado por el odontólogo tratante, consistente en tratamiento de conducto, implementación de corona y núcleo, o en su defecto, el que prescribiera el profesional de la salud oral que lo valoró. Así mismo, suministraran el tratamiento odontológico que con ocasión de la patología a la cual se contrae el amparo llegare a requerir el actor para el restablecimiento de su salud oral.
4.- IMPUGNACIÓN

4.1.- El Gerente del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL indicó que de acuerdo con el material probatorio adjunto a la contestación de la acción se demostró que el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad es una cuenta especial de la Nación, creada en virtud de lo establecido en la misma Ley 1709/14, y que en consecuencia de ello la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC suscribió con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 –integrado por la Fiduprevisora y Fiduagraria- el contrato de Fiducia Mercantil N° 331 de 2016, el cual tiene por objeto administrar y pagar los recursos dispuestos por el Fideicomitente en el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad.
De acuerdo a lo anterior, se infiere que ese consorcio no es competente para cumplir lo dispuesto en el fallo, por cuanto se encuentra obligado conforme a la disposiciones contractuales derivadas del contrato de fiducia aludido a la celebración de contratos derivados y pagos necesarios para la atención integral en salud y prevención de la enfermedad de la población privada de la libertad a cargo del INPEC, previa instrucción de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC, y del Centro Carcelario y Penitenciario EPMSC Pereira.

En esas condiciones, el accionante debe ser valorado por medicina general del Establecimiento Penitenciario, y en caso que el médico tratante establezca la necesidad de valoración o tratamiento por especialidad médica, el Centro Carcelario -área de sanidad- debe solicitar al Contac Center dispuesto para ello en las líneas de atención nacionales, las autorizaciones médicas a que haya lugar, programar las correspondientes citas, y tramitar el traslado del interno a la entidad prestadora del servicio médico.

Por lo anterior, solicita se modifique la sentencia emitida por la primera instancia, y se desvincule al consorcio que representa.

4.2.- El Jefe de la Oficina Jurídica del  USPEC señaló que mediante oficio de enero 10 de 2017 solicitó la colaboración del representante legal del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, pese a que no necesita de requerimientos para dar cumplimiento al fallo, y el mismo ya allegó documentación en la que se evidencia que generó la orden de servicio para la atención del interno.
Por principio general del derecho constitucional establecido en el artículo 121 de la Carta, las autoridades solo pueden hacer lo que la ley les permite, es decir, actuar dentro del ejercicio de sus competencias, y las entidades encargadas de dar cumplimiento a las necesidades de salud de la población privada de la libertad a cargo del INPEC son CAPRECOM E.P.S. en liquidación, conforme al contrato N° 59940 001-2015 suscrito entre el Patrimonio Autónomo PAP Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015 y Fiduciaria la Previsora como liquidador de CAPRECOM.
Lo que se pretende en la acción es obtener la protección directa de los derechos a la salud y a la vida digna del actor, respecto de quien tiene la obligación de inmediata de prestar los servicios de esa índoles de una forma pronta y oportuna, y el USPEC de acuerdo con las facultades otorgadas en el Decreto 4150/11, no se encuentra estipulada la de prestar el servicio de salud a la población privada de la libertad, la cual corresponde al citado consorcio en virtud del contrato de fiducia mencionado.
Dentro de las competencias otorgadas a esa unidad con la liquidación de CAPRECOM EPS, y en atención a lo dispuesto en la Ley 1709/14 se suscribió contrato de fiducia mercantil N° 363/15 entre el USPEC y el Consorcio PPL2015 para la prestación de los servicios de salud a la personas privadas de la libertad. Al efecto cita pronunciamiento CSJ STP,  09 jun. 2016, radicación 86020 en el que se indicó que el USPEC no tiene la obligación de prestar el servicio de salud.

De conformidad con lo anterior, pide que se revoque la decisión emitida en primera instancia, y se desvincule al USPEC.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo opugnado, en cuanto incluyó en la orden al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL y a la USPEC. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide la impugnante. 
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 
En el presente trámite el juez de primera instancia luego del análisis previo consideró que existía vulneración de las prerrogativas reclamadas por el señor LUIS GABRIEL ORDOÑEZ URRUTIA, quien se encuentra en una condición de especial sujeción con el Estado por estar privado de la libertad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de esta ciudad, y presenta problemas de salud a nivel odontológico, a raíz de los cuales luego de la valoración ordenada en fallo de tutela por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, le fue prescrito tratamiento de conducto e implementación de una corona y núcleo, servicio que no fue prestado por parte de las entidades encargadas y ameritó la interposición de una nueva acción debido a que en dicho trámite no se dispuso el tratamiento integral requerido por él.
Bajo esa óptica, se hacía necesario restablecer los derechos que en su momento le fueron coartados y por ende se imponía la protección de los mismos, respecto de lo cual no advierte reparo alguno el Tribunal, y como bien lo indicó el fallador de primer nivel, no se ha discutido por parte de las entidades vinculadas que el citado interno requiera un tratamiento odontológico.
Como se indicó en precedencia, la censura planteada por los impugnantes es referente a que son incompetentes para cumplir la orden dada en el fallo, por cuanto no son las obligadas a la prestación de los servicios de salud de la población privada de la libertad. Al respecto debe decir la Sala que a ninguna de las dos entidades le asiste razón en sus planteamientos, de conformidad con los argumentos que pasarán a esbozarse a continuación.
El Código Penitenciario y Carcelario -Ley 65/93-, en su art. 105  modificado por el art. 66 de la Ley 1709/14, sobre el Servicio Médico Penitenciario y Carcelario estableció que el Ministerio de Salud y Protección Social y la USPEC deberían diseñar un modelo de atención en salud especial, integral, diferenciado y con perspectiva de género para la población privada de la libertad, en el que la USPEC será el responsable de la adecuación de la infraestructura de las Unidades de Atención Primaria y de Atención Inicial de Urgencias en cada uno de los establecimientos Penitenciarios y Carcelarios. Adicionalmente creó el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, el cual estará constituido por recursos del Presupuesto General de la Nación, que serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, y para ello la USPEC suscribirá el correspondiente contrato de fiducia mercantil, con  las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento de lo ordenado en ese precepto.
En desarrollo de dicha norma fue expedido el Decreto 2245 de 2015 que  reglamentó el esquema de prestación del cuidado en salud a la población privada de la libertad y se creó el Fondo Nacional de Salud de este grupo poblacional, momento a partir del cual se señaló que dichos recursos los manejaría una entidad fiduciaria que sería contratada por la USPEC.

Para cumplir con lo dispuesto en la normativa señalada, la USPEC suscribió con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL -conformado por la Fiduprevisora S.A. y la Fiduagraria S.A.- inicialmente el contrato de fiducia mercantil # 363 de 2015 y posteriormente el #331 de 2016, actualmente vigente, con el objeto de garantizar la atención médica de la población reclusa, el cual en virtud al parágrafo 2 del artículo 105 citado, “[…] se encargará de contratar la prestación de los servicios de salud de todas las personas privadas de la libertad, de conformidad con el modelo de atención que se diseñe en virtud del presente artículo[…]”, y además de ello, deberá “[…] “Garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, que contratará con entidades de acuerdo con instrucciones que imparta el Consejo Directivo del Fondo […].-resalta la Sala-
De lo anterior se aprecia, que en la actualidad
 y desde finales del año 2015, es el citado Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL el responsable de la prestación de los servicios asistenciales de la población privada de la libertad en virtud los citados contratos de fiducia mercantil, toda vez que maneja los recursos y contrata a las instituciones para la prestación del servicio, tal como lo reconoció en el escrito de impugnación.
En lo que tiene que ver con la USPEC, para la Colegiatura tampoco son de recibo los argumentos expuestos por el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de esa unidad, puesto que de acuerdo con lo establecido en el Decreto 2245/15
Artículo 2.2.1.11.3.2. es la encargada entre otras cosas de garantizar el mantenimiento y la adecuación de la infraestructura para la prestación de los servicios de salud, de efectuar la auditoría para hacer control y seguimiento a los prestadores de servicios y de todo cuanto sea necesario para la prestación idónea del mismo, y puntualmente en el numeral 11 de la citada norma se consigna:”[…] Las demás que sean necesarias para la prestación de los servicios de salud a la población privada de la libertad […]” –negrillas propias-.
Por lo anterior, le asistió razón al a quo al dirigir la orden también a la USPEC, por cuanto esta Unidad está encargada de realizar las acciones necesarias para que el señor LUIS GABRIEL ORDOÑEZ URRUTIA reciba el servicio de salud que requiere, y en general la población interna, lo que encuentra su fundamento en la facultad y obligación de supervisar el cumplimiento del encargo fiduciario celebrado con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL.
Ahora, si bien es cierto que en la sentencia de tutela citada en el recurso se dispuso su desvinculación, sobre el tópico el máximo órgano en materia constitucional en la sentencia T-127/16 señaló: “[…]no pueden las entidades accionadas, específicamente la USPEC, asegurar que la obligación de la prestación del servicio de salud para las personas privadas de la libertad corresponde exclusivamente al Consorcio. El haber suscrito un contrato de fiducia mercantil, donde se estableció como una de las obligaciones del contratista la de garantizar la continuidad en la prestación de los
 servicios de salud a la población privada de la libertad, no exonera la responsabilidad principal a cargo de la USPEC de establecer las condiciones para que la entidad fiduciaria contrate la prestación integral y oportuna de los servicios de salud para esa población; es decir, no elimina sus deberes como principal obligada […]”

Esa posición ha sido acogida por la H. Corte Suprema de Justicia en múltiples pronunciamientos, entre ellos: CSJ STL, 12 jul. 2016, rad. 67161, CSJ STP, 21 jul. 2016, rad. 86800, CSJ STL, 03 agos. 2016, rad. 67613, en los cuales se ha concluido que tanto el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL, la USPEC y el INPEC, son los entes llamados a garantizar la prestación eficiente y adecuada de la asistencia médica a los reclusos.
En esas condiciones, la Sala itera que no les asiste razón a las entidades impugnante en el reparo, puesto que el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL al haber suscrito el contrato de fiducia mercantil que tiene como objeto garantizar la continuidad en la prestación de los servicios de salud a dicha comunidad es obligada directa a ello, y el USPEC tiene una labor de hacerse partícipe de las obligaciones que se derivan de éste, para verificar que le mismo se cumpla.
Adicionalmente, el INPEC por intermedio del Establecimiento Carcelario en el que actualmente se encuentra recluido el detenido, debe prestar su colaboración dentro de las funciones que le corresponden, tales como la consecución de citas, el traslado del paciente a las instituciones a las que sea remitido, entre otros; por tanto, se encuentra que la orden dada a esa entidad también se encuentra ajustada a derecho.
De conformidad con lo discurrido se confirmará en su integridad el fallo emitido por el juez de primer nivel, y se dejará incólume la orden dada a las entidades recurrentes.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por Secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Dicha entidad fue liquidada y actualmente las funciones que aquella desempeñaba fueron asumidas por la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios-USPEC, y al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL-2015.


� Recuérdese que en diciembre 28 de 2015 se liquidó a CAPRECOM EICE, quien era la encargada hasta ese momento de la atención en salud de la población privada de la libertad.


� T-127/16
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